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 Hble. Sra.: 

 
 

 El Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana, en sesión 

celebrada el día 17 de junio de 2026, bajo la 

Presidencia de la Hble. Sra. D.ª Margarita 

Soler Sánchez, y con la asistencia de los 

señores y las señoras que al margen se 

expresan emitió, por unanimidad, el 

siguiente dictamen: 

 

 
 

 

 
De conformidad con la comunicación de V.H., de 2 de junio de 2026 

(Registro de entrada de 2 de junio del mismo año), el Pleno del Consell Jurídic 

Consultiu de la Comunitat Valenciana ha examinado el procedimiento 
instruido por la Consellería de Servicios Sociales, Familia e Infancia respecto 

del proyecto de decreto, del Consell, por el que se aprueba el reglamento que 
desarrolla la Ley 4/2025, de 22 de mayo, de la Generalitat, de voluntariado 
de la Comunitat Valenciana (Expediente núm. 565/2025, de la autoridad 

consultante). 
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I 
ANTECEDENTES 

 
 

Del examen del expediente administrativo remitido se desprende lo 
siguiente: 

 

 
Primero.- Solicitud de dictamen 

 
En fecha 2 de junio de 2026, la subsecretaria de la Conselleria de 

Servicios Sociales, Familia e Infancia por delegación de la persona titular de 

esta última, remitió a este Consell Jurídic Consultiu (Registro de entrada de 
2 de junio del mismo año) el expediente correspondiente al proyecto de 
decreto, del Consell, por el que se aprueba el reglamento que desarrolla la Ley 

4/2025, de 22 de mayo, de la Generalitat, de voluntariado de la Comunitat 
Valenciana (en lo sucesivo, el “proyecto de decreto”) solicitándose el preceptivo 

dictamen de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10.4 de la Ley 
10/1994, de 19 de diciembre, de creación del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana. 

 
 

Segundo.- Documentación remitida 
 
El expediente remitido por la autoridad consultante está integrado, 

entre otros documentos, por los siguientes: 
 
1. Anuncio por el que se somete a consulta pública previa el proyecto 

de decreto, publicado en el DOGV núm. 10192, en fecha 11 de septiembre de 
2025. 

 
2. Informe sobre el trámite de consulta pública previa sobre el proyecto 

de decreto, suscrito por la Dirección General de Inclusión y Cooperación al 

Desarrollo, de fecha 23 de febrero de 2026. 
 
3. Resolución de 24 de febrero 2026, de la persona titular de la 

Conselleria de Servicios Sociales, Familia e Infancia, de inicio del 
procedimiento de elaboración y aprobación del proyecto de decreto. 

 
4. Resolución por la que se declara la tramitación de urgencia del 

proyecto de decreto, emitida por la persona titular de la Conselleria de 

Servicios Sociales, Familia e Infancia, de fecha 6 de marzo de 2026. 
 

5. Memoria económica del proyecto de decreto, emitida por la Dirección 
General de Inclusión y Cooperación al Desarrollo, de fecha 17 de abril de 
2026. 
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6. Informe sobre el impacto de género del proyecto de decreto, emitido 

por la Dirección General de Inclusión y Cooperación al Desarrollo, de fecha 
17 de abril de 2026. 

 
7. Informe sobre el impacto en la infancia, la adolescencia y las familias 

del proyecto de decreto, emitido por la Dirección General de Inclusión y 

Cooperación al Desarrollo, de fecha 17 de abril de 2026. 
 

8. Informe justificativo de la necesidad y oportunidad de la aprobación 
del proyecto de decreto, emitido por la Dirección General de Inclusión y 
Cooperación al Desarrollo, de fecha 17 de abril de 2026. 

 
9. Informe de coordinación informática, emitido por la Dirección 

General de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (DGTIC), de 

fecha 2 de junio de 2026. 
 

10. Informe negativo de huella de los grupos de interés del proyecto de 
decreto, emitido por la subsecretaria de la Conselleria de Servicios Sociales, 
Familia e Infancia, de fecha 27 de abril de 2026. 

 
11. Recomendaciones de la Unidad Igualdad de la Conselleria de 

Servicios Sociales, Familia e Infancia al proyecto de decreto, suscrito por la 
Unidad de Igualdad, de fecha 27 de marzo de 2026. 

 

12. Anuncio por el que se somete a información pública el proyecto de 
decreto publicado en el DOGV núm. 10322 de fecha 13 de marzo de 2026. 

 

13. Informe sobre el trámite de audiencia pública del proyecto de 
decreto, suscrito por la Dirección General de Inclusión y Cooperación al 

Desarrollo, de fecha 22 de abril de 2026. 
 
14. Alegaciones formuladas por Presidencia y Consellerias. 

 
15. Informe sobre las alegaciones formuladas por Presidencia y 

Consellerias, suscrito por la Dirección General de Inclusión y Cooperación al 

Desarrollo, de fecha 22 de abril de 2026. 
 

16. Informe jurídico de la Abogacía General de la Generalitat, de fecha 
28 de mayo de 2026. 

 

17. Informe de contestación a la Abogacía General de la Generalitat, 
emitido por la Dirección General de Inclusión y Cooperación al Desarrollo, de 

fecha 31 de mayo de 2026. 
 
18. Versión final del texto del proyecto de decreto. 
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Y en este estado del procedimiento se remitió el expediente a este 

Consell Jurídic Consultiu para su dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES 

 
 

Primera. - Carácter jurídico del dictamen. 
 
1. La autoridad consultante ha instado el dictamen con carácter 

preceptivo, al amparo de lo dispuesto en el artículo 10.4 de la ya citada Ley 
de la Generalitat 10/1994, de 19 de diciembre, de Creación del Consell Jurídic 
Consultiu de la Comunitat Valenciana. Según prevé este precepto, el Consell 

Jurídic Consultiu deberá ser consultado preceptivamente en los supuestos de 
“Proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en 
ejecución de leyes y sus modificaciones”. 

 

Conforme a la STC 18/1982, de 4 de mayo, FJ4º, son reglamentos 
ejecutivos “aquéllos que están directa y concretamente ligados a una ley, a un 
artículo o artículos de una ley, o a un conjunto de leyes, de manera que dicha 
ley (o leyes) es completada, desarrollada, aplicada, pormenorizada y 
cumplimentada o ejecutada por el reglamento. Son reglamentos que el Consejo 
de Estado ha caracterizado como aquéllos “cuyo cometido es desenvolver una 
ley preexistente o que tiene por finalidad establecer normas para el desarrollo, 
aplicación y ejecución de una ley”. 

 
Y, más concretamente, el Tribunal Supremo, entre otras, en la 

Sentencia (Sala de lo Contencioso) de 21 de mayo de 2013 (núm. rec. 
171/2012), FJ4º, afirma que “Se entiende por reglamentos dictados en 
ejecución de Ley no solo aquellos que desarrollan una Ley determinada sino 
también los que den lugar a cualquier desarrollo reglamentario de preceptos de 
una Ley”. 

 
En el caso que nos ocupa, la norma proyectada tiene por objeto el 

desarrollo de algunos aspectos concretos de la Ley 4/2025, de 22 de mayo, 

de la Generalitat, de voluntariado de la Comunitat Valenciana y, por tanto, 
no hay duda de que se trata de una disposición que pretende completar, 

desarrollar, pormenorizar o aplicar una norma con rango de ley. 
 
2. Por otro lado, cabe señalar que, si bien este dictamen no se solicita 

formal y expresamente con el carácter de urgencia, consta en el expediente 
Resolución por la que se declara la tramitación de urgencia del proyecto de 
decreto, emitida por la persona titular de la Conselleria de Servicios Sociales, 

Familia e Infancia, de fecha 6 de marzo de 2026. De ahí que resulte de 
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aplicación, igualmente, lo previsto en el artículo 14.2 de la Ley 10/1994, de 
Creación de esta Institución que “Cuando en el escrito de remisión de los 
expedientes se haga constar la urgencia del dictamen, el plazo máximo para su 
emisión será de diez días”. 

 
 

Segunda.- Marco normativo aplicable y justificación del proyecto 
de decreto 

 

1. La actividad del voluntariado ha recibido una especial atención por 
parte de los poderes públicos, lo cual se percibe de manera evidente en las 
diversas resoluciones, pronunciamientos y normas dictadas a nivel 

internacional, comunitario, estatal y autonómico. 
 

En el ámbito internacional, son varias las resoluciones de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas que se han pronunciado en materia de 
voluntariado. Así, cabe destacar, entre otras, la Resolución 40/212, de 17 de 

diciembre de 1985, en la que se invitó a los gobiernos a celebrar todos los 
años, el 5 de diciembre, un Día Internacional de los Voluntarios para el 

Desarrollo Económico y Social; o la Resolución 56/38 de 5 de diciembre de 
2001, sobre las maneras en que los gobiernos y el sistema de las Naciones 
Unidas pueden apoyar el voluntariado. Asimismo, debemos resaltar la 

Resolución 78/127, de 18 de diciembre de 2023, que declara el año 2026 
como Año Internacional de los Voluntarios para el Desarrollo Sostenible. 
 

Igualmente, en el ámbito comunitario encontramos significativas 
referencias al voluntariado. Así, el artículo 14 de la Carta Social Europea de 

1961, ratificada por España el 21 de abril de 1980, establece que “las partes 
se comprometen a estimular la participación de los individuos y de las 
organizaciones benéficas o de otra clase en la creación o mantenimiento de los 
servicios sociales”. De forma más concreta, el Reglamento (UE) 375/2014 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 3 de abril de 2014, por el que se crea el 

Cuerpo Voluntario Europeo de Ayuda Humanitaria («iniciativa Voluntarios de 
Ayuda de la UE»), en su considerando segundo se refiere al voluntariado como 
“una expresión de solidaridad concreta y visible que permite a las personas 
dedicar sus conocimientos, aptitudes y tiempo al servicio de otros seres 
humanos, sin una motivación pecuniaria.” Y, en coherencia con lo anterior, el 

artículo 3, a) ofrece una definición de “voluntario” como “toda persona que 
elija, libremente y sin motivación pecuniaria participar en actividades que 
beneficien a la comunidad y a la sociedad en general”. 

 

Por su parte, el Dictamen de 13 de diciembre de 2006 del Comité 
Económico y Social Europeo sobre «El voluntariado, su papel en la sociedad 
europea y su impacto» (2006/C 325/13), al abordar el concepto de 

“voluntariado” incide en que, a pesar de las múltiples definiciones que se 
realizan sobre el mismo, siempre gravita en torno a tres criterios comunes 
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indiscutibles: (i) el voluntariado se lleva a cabo libremente y por iniciativa 
propia, no pudiendo en ningún caso ser obligatorio; (ii) el voluntariado no está 

remunerado y no está motivado por intereses financieros, aunque cabe 
reembolsar los gastos en que incurra el voluntario; y (iii) el voluntariado tiene 

por objetivo intervenir en favor de personas distintas de las que integran la 
familia del propio voluntario o de determinados grupos sociales y con ello ser 
útil a la sociedad. 

 
Precisamente, estos criterios han sido asumidos posteriormente en 

diversos textos, como es el caso de la Directiva (UE) 2016/801 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016, relativa a los requisitos de 
entrada y residencia de los nacionales de países terceros con fines de 

investigación, estudios, prácticas, voluntariado, programas de intercambio de 
alumnos o proyectos educativos y colocación au pair, cuyo artículo 3 recoge 

el concepto de “programa de voluntariado”, definiéndolo como aquel programa 
que persigue “objetivos de interés general para una causa sin ánimo de lucro, 
en el que las actividades no son remuneradas, excepto en forma de reembolso 
de gastos o dinero de bolsillo o ambos”. 

 

En el ámbito estatal, el artículo 9.2 de la Constitución Española dispone 
que “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la 
libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean 
reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud 
y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, 
económica, cultural y social.” Más allá de comprometer la acción de los poderes 
públicos a fin de que pueda alcanzarse una igualdad sustancial entre los 

individuos (STC 39/1986, de 31 de marzo, FJ4º), este precepto también 
contiene un mandato de carácter general a los poderes constituidos para que 
promuevan la participación en distintos ámbitos de la vida (STC 119/1995, 

de 17 de julio, FJ4º). 
 
Por otra parte, recordamos que por Acuerdo del Consejo de Ministros 

de 9 de diciembre 2025 se aprobó una declaración institucional con motivo 
del Año Internacional de las Personas Voluntarias para el Desarrollo 

Sostenible que se celebra a lo largo del año 2026. 
 

Como ya tuvo ocasión de afirmar, este Consell Jurídic Consultiu, en su 

Dictamen 467/2000, de 23 de noviembre: “Uno de los modos de participación 
ciudadana en la vida política, económica, cultural y social de la sociedad lo 
constituyen las asociaciones altruistas de ciudadanos que prestan servicios a 
la población, de forma voluntaria, libre y gratuita, dando lugar al Voluntariado. 
El voluntariado social, como actuación gratuita en beneficio de otros, constituye 
una forma de participación en la gestión de los servicios públicos, y una 
manifestación del principio de solidaridad social. La existencia cada vez mayor 
de entidades de voluntarios dedicados a colaborar desinteresadamente en 
favor de la sociedad en distintos ámbitos (sociales, culturales, deportivos), 
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aconseja una regulación jurídica del fenómeno del Voluntariado, como 
instrumento que permite la participación de los ciudadanos en la prestación de 
los servicios sociales”. 

 

Con el propósito de satisfacer, precisamente, el mandato contenido en 
el artículo 9.2 de la Constitución, el legislador aprobó la Ley 6/1996, de 15 
de enero, del Voluntariado, la cual reguló por vez primera, en el ámbito 

estatal, el voluntariado en nuestro país, lo que supuso un hito importante en 
su reconocimiento y fomento. No obstante, con el trascurso del tiempo esta 

Ley se vio desbordada por la realidad de la acción voluntaria por lo que se 
hizo necesario un nuevo marco jurídico que diese una respuesta adecuada a 
la configuración y a las dimensiones del voluntariado en los comienzos del 

siglo XXI. 
 

Así, se aprobó la vigente Ley 45/2015, de 14 de octubre, de 
Voluntariado, la cual vino a derogar la de 1996. Como señala su preámbulo 
las notas configuradoras y los principios que inspiran la acción voluntaria son 

los siguientes: solidaridad, voluntariedad y libertad, gratuidad y vinculación 
a la entidad de voluntariado y a un programa de voluntariado. Todos ellos 
han sido recogidos en la mayoría de las normas autonómicas, así como en los 

diferentes informes internacionales del voluntariado. 
 

Conviene destacar el artículo 2.1 de la ley estatal, el cual dispone que 
dicha norma será aplicable a los voluntarios, destinatarios y entidades de 
voluntariado que participen, se beneficien o lleven a cabo programas de 

voluntariado de ámbito estatal o supraautonómico, ya se desarrollen dentro 
o fuera de España. El mismo apartado dispone que será de aplicación respecto 

de aquellos programas en los que el Estado tenga reconocida 
constitucionalmente su competencia, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas a las Comunidades Autónomas en materia de voluntariado por sus 

Estatutos de Autonomía así como, también, en su legislación específica. 
 
Asimismo, el apartado 2 del mismo artículo recoge que los programas 

de voluntariado a los que se aplica esta norma serán los desarrollados en 
aquellos ámbitos en los que el Estado tenga reconocida constitucionalmente 

su intervención, ya se lleven a cabo dentro o fuera del territorio español. El 
mismo apartado señala que también se aplicará a aquellos cuya ejecución 
exceda del territorio de una Comunidad Autónoma. 

 
En cuanto a la distribución de competencias, la promoción y el fomento 

del voluntariado no es exclusiva del Estado, tal y como recoge la Exposición 

de Motivos de la ya derogada Ley 6/1996, de 15 de enero, de Voluntariado, 
razón por la que las Comunidades Autónomas pueden asumirla como tal 

siempre y cuando así lo reconozcan sus respectivas normas estatutarias. 
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A nivel autonómico, el Estatut d'Autonomia de la Comunitat Valenciana 
prescribe en su artículo 1.3 que “La Comunitat Valenciana tiene como objetivo 
la consecución del autogobierno en los términos de este Estatuto, reforzar la 
democracia y garantizar la participación de todos los ciudadanos en la 
realización de sus fines”. 

 

Y, el artículo 49.1. 23ª dice que la Generalitat tiene competencia 
exclusiva, entre otras, sobre “Fundaciones y asociaciones de carácter docente, 
cultural, artístico y benéfico asistencial, de voluntariado social y semejantes, 
cuyo ámbito principal de actuación sea la Comunitat Valenciana”. 

 

En virtud de este último precepto y en el ejercicio de sus competencias, 
les Corts aprobaron la Ley 4/2025, de 22 de mayo, de voluntariado de la 
Comunitat Valenciana, la cual tuvo ocasión de informar este Consell Jurídic 

Consultiu en su Dictamen 536/2024, de 8 de octubre (LVCV). 
 

Esta disposición legal derogó la Ley 4/2001, de 19 de junio, del 
Voluntariado de la Comunitat Valenciana, así como cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango que se opongan a lo establecido en la presente ley. Si 

bien, aún sigue vigente su normativa de desarrollo, esto es, el Decreto 
40/2009, de 13 marzo, del Consell, por el que se aprueba el reglamento que 

desarrolla la Ley 4/2001, de 19 de junio, de la Generalitat, del Voluntariado. 
 
2. Sentado lo anterior, conviene hacer una referencia a los motivos que 

han justificado la elaboración y aprobación de esta norma. Según se afirma 
en el Informe justificativo de la necesidad y oportunidad de la aprobación del 
proyecto de decreto, emitido por la Dirección General de Inclusión y 

Cooperación al Desarrollo, de fecha 17 de abril de 2026: 
 

“Veinticuatro años después de la promulgación de la Ley 4/2001, de 19 
de junio, del Voluntariado de la Comunitat Valenciana, se aprobó una nueva 
Ley que se adapta a la realidad actual, Ley 4/2025, de 22 de mayo, de la 
Generalitat, de voluntariado de la Comunitat Valenciana, donde se establece el 
marco jurídico para la promoción, impulso y ordenación de la acción voluntaria 
en la Comunitat Valenciana, reconociendo el voluntariado como expresión de 
participación social, compromiso cívico y contribución activa al interés general. 

 
Dicha ley configura un sistema valenciano de voluntariado basado en la 

corresponsabilidad entre administraciones públicas, entidades de voluntariado 
y sociedad civil, y prevé el desarrollo reglamentario de determinados 
instrumentos esenciales para su funcionamiento, entre ellos el Consejo 
Valenciano del Voluntariado, el Plan del Voluntariado de la Comunitat 
Valenciana, los planes de voluntariado de las entidades, así como los 
mecanismos de acreditación y reconocimiento de la experiencia voluntaria. 
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Atendiendo al necesario desarrollo reglamentario contemplado en la 
Disposición Adicional Primera de la Ley, se inicia el procedimiento para la 
elaboración del mismo. 

 
Resulta crucial concretar los requisitos y procedimientos para el registro 

de entidades de voluntariado en el territorio de la Comunitat Valenciana, y 
desarrollar normativamente los derechos y deberes de estas entidades y las 
competencias de la Administración en relación con su inscripción y supervisión 
en aras de conseguir una mayor seguridad jurídica. 

 
Por otro lado, cabe destacar la necesidad de recoger legalmente una 

novedosa figura como es la de los planes de voluntariado, como herramientas 
para canalizar y materializar el compromiso de las distintas entidades de 
voluntariado con las personas voluntarias y destinatarias de estas 
actuaciones, siendo una figura indispensable para la garantía de la acción 
transformadora. 

 
Por último, a través de esta novedosa normativa se mejorarán las 

garantías del derecho a la participación ciudadana en entidades de 
voluntariado mediante la creación del Consejo Valenciano del Voluntariado con 
su composición y funciones correspondientes. Se establecen las medidas 
imprescindibles para promover el fomento y reconocimiento del voluntariado por 
parte de las administraciones públicas, empresas y universidades. Asimismo, 
se establece el marco legal adecuado para el desarrollo de la acreditación y 
reconocimiento de las acciones voluntarias sin precedentes legislativos en la 
Comunidad Valenciana, en aras de conseguir, en definitiva, una participación 
ciudadana más organizada y eficaz.”  

 
3. Finalmente, en cuanto al instrumento normativo empleado -Decreto 

del Consell- entendemos que éste es correcto, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 18, f) y 33 de la Ley 5/1983, de 30 de diciembre, del Consell 
(Ley del Consell) en relación con la disposición final primera de la LVCV.  

 

Este proyecto de decreto se propone, además, por la persona titular de 
la Conselleria de Servicios Sociales, Familia e Infancia, órgano competente por 

razón de las materias asignadas por el por el Decreto 16/2025, de 3 de 
diciembre, del president de la Generalitat, por el que se determinan el número 
y la denominación de las consellerias, y sus competencias; y el Decreto 

186/2025, de 5 de diciembre, del Consell, por el que establece la estructura 
orgánica básica de la Presidencia y de las consellerias de la Generalitat; todo 
ello, en relación con lo establecido en el artículo 28 c) de la Ley del Consell.  

 
Por consiguiente, concluimos que la Generalitat y, en concreto, el 

Consell, de acuerdo con lo expuesto previamente y en ejercicio de la potestad 
reglamentaria que tiene reconocida ex artículos 31 y siguientes de la Ley del 
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Consell, resulta competente para aprobar este proyecto de decreto. De igual 
modo, resulta adecuado el instrumento normativo formalmente empleado.   

 
 

Tercera.- Procedimiento de elaboración del proyecto de decreto 
 
La elaboración y la tramitación de este proyecto de decreto se ajustó al 

cauce y a los trámites que se establecen en el artículo 43 de la Ley del Consell 
que se desarrollaron y completaron por medio del Decreto 24/2009, de 13 de 

febrero, del Consell, sobre la forma, la estructura y el procedimiento de 
elaboración de los proyectos normativos de la Generalitat, así como a lo 
previsto, con carácter básico, en los artículos 127 a 133 de la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPACAP). 

 

Previamente al examen de los distintos trámites que conforman el 
expediente remitido conviene formular una precisión. El artículo 10 de la Ley 

6/2024, de 5 de diciembre, de simplificación administrativa, introduce la 
figura de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, al señalar en su 
apartado 1 que “A fin de garantizar que la iniciativa legislativa y la potestad 
reglamentaria de la Generalitat se ajustan a los principios de buena regulación, 
se establece la obligación de unificar toda la información sobre su justificación, 
oportunidad y necesidad y estimación de sus impactos en los diferentes 
ámbitos en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo correspondiente”. En 
el apartado 2 se regula el contenido que debe recoger, en todo caso, la citada 

Memoria. No obstante, con arreglo a la disposición final sexta, el legislador 
difiere la entrada en vigor del citado artículo 10, junto con los artículos 61 y 

66, al día siguiente al de la publicación en el “Diari Oficial de la Generalitat 
Valenciana” del acuerdo por el que apruebe la Guía metodológica para la 

elaboración de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. Dado que esta 
última se publicó el día 25 de febrero de 2026 en el DOGV y el procedimiento 
para la elaboración y tramitación de este proyecto de decreto se inició el 24 

de febrero 2026, no resulta de aplicación al presente procedimiento de 
elaboración del proyecto de decreto. 

 

De los trámites realizados conviene, en particular, mencionar los 
siguientes: 

 
1. El procedimiento se inició mediante Resolución de 24 de febrero 

2026, de la persona titular de la Conselleria de Servicios Sociales, Familia e 

Infancia, de inicio del procedimiento de elaboración y aprobación del proyecto 
de decreto y, por consiguiente, conforme a lo dispuesto en el artículo 39.1 del 

Decreto 24/2009, de 13 de febrero. En dicha resolución se encomendaba la 
tramitación de la norma proyectada, mediante la realización e impulso de los 
trámites necesarios para su aprobación, a la Dirección General de Inclusión 

y Cooperación al Desarrollo. 
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2. Consta Resolución por la que se declara la tramitación de urgencia 

del proyecto de decreto, emitida por la persona titular de la Conselleria de 
Servicios Sociales, Familia e Infancia, de fecha 6 de marzo de 2026. Por tanto, 

se da cumplimiento a lo previsto en el artículo 43.1 del Decreto 24/2009, de 
13 de febrero (tras la modificación operada por el artículo 35 del Decreto-ley 
14/2025, de 26 de diciembre, del Consell, de medidas urgentes frente a la 

hiperregulación, la agilización de procedimientos y la garantía de la unidad 
de mercado), a saber: “La declaración de urgencia para la tramitación de los 
proyectos normativos corresponderá al órgano competente para iniciar el 
procedimiento mediante la resolución o acuerdo motivado.” 

 

3. La participación de los ciudadanos en el procedimiento de 
elaboración de normas con rango de reglamento se ajusta a dos momentos 

distintos, tal y como se recoge en el artículo 133 de la LPACAP. 
 
Por un lado, el trámite de consulta pública previa, previsto tanto en el 

apartado 1 del citado artículo 133 de la LPACAP, como en los artículos 14 y 
15 de la Ley 4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de Participación 

Ciudadana y Fomento del Asociacionismo de la Comunitat Valenciana (Ley 
4/2023, de 13 de abril). Consta realizado este trámite, tal y como se refleja en 
el anuncio publicado en el DOGV núm. 10192, en fecha 11 de septiembre de 

2025 en el que se informaba de la tramitación del proyecto de decreto, el cual 
pudo consultarse en el Portal de Participación ciudadana de la Generalitat 
GVA Participa hasta el día 3 de octubre de 2025. 

 
En el informe relativo al trámite de consulta pública previa del proyecto 

de decreto, emitido por la Dirección General de Inclusión y Cooperación al 
Desarrollo, de fecha 23 de febrero de 2026, se dice que, una vez finalizado el 
plazo, solamente ha presentado alegaciones Y…, quien ha remitido un total 

de 192 propuestas. 
 

Conviene apuntar aquí que no se han adjuntado las propuestas 
planteadas por Y… en la fase de consulta pública, sino que, por el contrario, 
se ha elaborado una tabla que sintetiza las aportaciones formuladas por la 

referida entidad. Entendemos que esta forma de proceder no se ajusta al 
principio de transparencia, en su vertiente de publicidad activa. Así, el 
artículo 16.1, f) de la Ley 1/2022, de 13 de abril, de Transparencia y Buen 

Gobierno de la Comunitat Valenciana, señala que las Administración públicas 
deben publicar “El resultado de las consultas y audiencias públicas 
planteadas durante la elaboración de normas, incluyendo la valoración de las 
alegaciones formuladas”. Y, en sentido similar, la letra i) alude al deber de 

publicar “Los documentos que se sometan a consulta pública o en un periodo 
de información pública durante su tramitación, así como las alegaciones que se 
realicen durante este trámite y el informe de valoración de las alegaciones 
formuladas”. Del mismo modo, dicha omisión supone también una 
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conculcación de la obligación prevista en el artículo 70.3 de la LPACAP, así 
como en el artículo 74.2 del Decreto 37/2019, de 15 de marzo, del Consell, 

por el que se aprueba el Reglamento del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana, según los cuales el expediente ha de remitirse 

completo. 
 

Por otro lado, el artículo 133.2 de la LPACAP y los artículos 14 y 16 de 

la Ley 4/2023, de 13 de abril, prevén la realización de un trámite de audiencia 
e información pública. Consta realizado este trámite, tal y como se refleja en 

el anuncio publicado en el DOGV núm. 10322, de fecha 13 de marzo de 2026, 
en el que se informaba de la tramitación del proyecto de decreto, el cual pudo 
consultarse en el Portal de Participación ciudadana de la Generalitat GVA 

Participa. 
 
Asimismo, consta informe relativo al trámite de información pública, 

emitido por la Dirección General de Inclusión y Cooperación al Desarrollo, de 
fecha 22 de abril de 2026, en el que se dice que han formulado alegaciones 

las entidades Asociación X... y Y.... 
 
En este caso, tampoco se han incorporado al expediente las alegaciones 

formuladas por las referidas entidades sino que simplemente se ha elaborado 
por la Dirección General de Inclusión y Cooperación al Desarrollo un cuadro 

resumen de ellas, lo cual impide que conozcamos su contenido exacto. 
Resulta igualmente aplicable aquí lo señalo antes respecto a la incorporación 
de las alegaciones al expediente en la fase de consulta pública. 

 
4. Se ha emitido informe sobre la necesidad y oportunidad del proyecto 

de decreto y la correspondiente memoria económica, tal y como dispone el 

artículo 43.1, a) de la Ley del Consell y el artículo 39.2 del Decreto 24/2009, 
de 13 de febrero. En cuanto al primero, su contenido ya ha sido expuesto en 

la consideración segunda de este dictamen. Y, en lo que se refiere a la 
memoria económica, se dice expresamente lo siguiente: “(…) se considera que 
la entrada en vigor de la norma no conllevará incremento del gasto que pueda 
incidir en el presupuesto de la Generalitat.”  

 

De conformidad con el artículo 26.3 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, 
de Hacienda Pública, del Sector Público Instrumental y de Subvenciones: 
“cuando de la memoria económica se desprenda que su aplicación no comporta 
gasto no será necesario solicitar el informe citado en el apartado 1, siempre 
que, en el texto que se someta a aprobación o autorización, se incluya, a través 
de la incorporación de un apartado, artículo, disposición o cláusula específica, 
una referencia expresa a la no incidencia presupuestaria de la actuación en 
cuestión”. 

 
A este respecto, se ha incorporado en la disposición adicional segunda 

del proyecto de decreto una referencia expresa a la “no incidencia 
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presupuestaria” de la norma, por lo que se cumple con lo previsto en el citado 

artículo 26.3 de la Ley 1/2015, de 6 de febrero. 
 
5. Durante la tramitación del procedimiento, se recabarán todos 

aquellos informes que se consideren necesarios, tal y como dispone 
expresamente los artículos 43.1, d) y 53.1 de la Ley del Consell. 

 

A propósito de lo anterior, se ha emitido por parte de la Dirección 
General de Inclusión y Cooperación al Desarrollo un informe sobre impacto 

por razón de género, dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 4 bis de 
la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, para la igualdad entre mujeres 
y hombres. Con anterioridad, se han emitido unas recomendaciones por parte 

de la Unidad de Igualdad de la Conselleria sobre el proyecto de decreto. 
También constan los informes sobre impacto en la familia, la infancia y la 

adolescencia, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 22 quinquies 
de la Ley Orgánica 1/1996, de Protección del Menor y en la disposición 
adicional décima de la Ley 40/2003, de Protección de las Familias Numerosas, 

todos ellos emitidos por la Dirección General de Simplificación 
Administrativa. 

 

En relación con los informes sobre impacto por razón de género, en la 
infancia, la adolescencia y la familia, como ya ha declarado reiteradamente 

este Consell en anteriores dictámenes sobre proyectos normativos, deberían 
haber sido emitido por los órganos de la Administración especializados y 
competentes en la materia (Dictámenes 569/2016, 773/2016 y 567/2021, 

entre otros). 
 

Por otro lado, para que los informes de impacto resulten efectivos tienen 
que contener una serie de datos que permitan el análisis sobre la situación 
en el ámbito en el que la norma desplegará sus efectos. Reunida esta 

información se podría determinar si la norma de referencia tiene impacto 
positivo o negativo para, en caso de impacto negativo, adoptar las medidas 
pertinentes en el ámbito de la norma proyectada (Dictamen 383/2017, por 

todos). 
 

Se ha incorporado, asimismo, el informe favorable de coordinación 
informática por parte de la DGTIC, de fecha 2 de junio de 2026. 

 

Consta también el informe negativo de huella de los grupos de interés 
del proyecto de decreto, emitido por la subsecretaria de subsecretaria de la 
Conselleria de Servicios Sociales, Familia e Infancia, de fecha 27 de abril de 

2026, por lo que se da cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 18.1 de la 
Ley 25/2018, de 10 de diciembre, reguladora de la actividad de los grupos de 

interés de la Comunitat Valenciana y 21 del Decreto 172/2021, de 15 de 
octubre, del Consell, de desarrollo de la Ley 25/2018, de 10 de diciembre, 
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reguladora de la actividad de los grupos de interés de la Comunitat 
Valenciana. 

 
Adicionalmente, se ha remitido el expediente a la Presidencia y 

Consellerías a efectos de que pudiesen alegar cuanto estimasen oportuno. A 
este respecto, consta que han formulado alegaciones: Vicepresidencia 
Segunda y Conselleria de Presidencia, Conselleria de Educación, Cultura y 

Universidades, y el Instituto Valenciano de Estadística. Todas estas 
alegaciones han sido contestadas por la Dirección General de Inclusión y 

Cooperación al Desarrollo, tal y como consta en el informe de fecha 22 de abril 
de 2026. 

 

Finalmente, debemos detenernos en dos cuestiones que han sido objeto 
de debate durante la tramitación del proyecto de decreto y que tienen que ver 
con la emisión de dos informes por parte del Consejo Valenciano del 

Voluntariado y de la Comisión Mixta de Cooperación entre la Generalitat y la 
Federación Valenciana de Municipios y Provincias. En efecto, para la Abogacía 

de la Generalitat estos informes tienen el carácter de preceptivos, por lo que 
deberían de haberse evacuado e incorporado al expediente. En cambio, para 
la Dirección General de Inclusión y Cooperación al Desarrollo no revisten 

dicho carácter, por lo que no procede su emisión. 
 

El Consejo Valenciano del Voluntariado fue creado por la Ley 4/2001, 
de 19 de junio, del Voluntariado y posteriormente desarrollado, por el Decreto 
40/2009, de 13 marzo, del Consell, por el que se aprueba el reglamento que 

desarrolla la Ley 4/2001, de 19 de junio, de la Generalitat, del Voluntariado. 
Sin embargo, con la LVCV se creó ex novo el Consejo Valenciano del 

Voluntariado (artículo 27), de tal manera que con la entrada en vigor de esta 
norma se dejó sin efecto el órgano creado por la Ley 4/2001, de 19 de junio. 
Nótese, a este respecto, que la disposición derogatoria única de la LVCV dice 

expresamente que “Queda derogada la Ley 4/2001, de 19 de junio, del 
Voluntariado de la Comunitat Valenciana, así como cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango que se opongan a lo establecido en la presente ley.” Por 
tanto, en línea con la interpretación que ya hizo en su momento esta 
Institución, debemos concluir que con la aprobación de la LVCV el órgano 

creado por la Ley 4/2001, de 13 de marzo, y desarrollado en el Título V del 
Decreto 40/2009, de 13 marzo, ha quedado sin efecto y, en consecuencia, no 

puede requerírsele la emisión de informe alguno. 
 
En cuanto a la preceptividad del informe de la Comisión Mixta de 

Cooperación entre la Generalitat y la Federación Valenciana de Municipios y 
Provincias, también debemos pronunciarnos en sentido negativo. 

 

El artículo 151.2, d) de la Ley 8/2010, de 23 de junio, atribuye a la 
comisión mixta la función de “Informar preceptivamente sobre las normas 
reglamentarias, así como los planes o programas de la Generalitat que afecten 
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específicamente a competencias propias de las entidades locales de la 
Comunitat Valenciana”. 

 
Conforme señala, entre otras, la STC 214/1989, de 21 de diciembre, 

FJ1º, “El «régimen local», que es, por tanto, el «régimen jurídico de las 
Administraciones Locales», resulta de este modo no una materia evanescente, 
disgregada en una pluralidad de asuntos sometidos a un régimen competencial 
diversificado (…) sino una materia con perfiles propios que, por imperativo de 
la garantía institucional de la autonomía local, contempla también -y no 
excluye- lo relativo a las competencias de los Entes locales.” 

 

Como ya pusimos de manifiesto en nuestro Dictamen 536/2024, de 8 
de octubre, la expresión “iniciativas legislativas en materia de régimen local” 
podría comprender algunos de los supuestos previstos en el artículo 24 de la 

LVCV, en particular la letra j) de dicho artículo, por lo que, en lo que a este 
extremo se refiere, hubiese sido aconsejable la emisión de informe. Sin 

embargo, el proyecto de decreto no aborda ningún aspecto que esté 
relacionado con el citado precepto o que pueda encuadrarse siquiera dentro 
del llamado “régimen local”. El hecho de que el proyecto de decreto incluya 

dentro de las vocalías del Consejo Valenciano de Voluntariado un 
representante de las corporaciones locales, designado por la Federación 

Valenciana de Municipios y Provincias, en modo alguno puede entenderse 
como una disposición que afecta específicamente a competencias propias de 
las entidades locales. Supone, simplemente, hacer efectiva una forma de 

participación de las entidades locales en un órgano de la Generalitat, como es 
el Consejo Valenciano del Voluntariado, pero nada más. Por ello, 
consideramos que el referido informe no resulta preceptivo.  

 
6. Se ha incorporado al expediente el informe preceptivo de la Abogacía 

General de la Generalitat, de conformidad a los artículos 43.1, e) de la Ley del 
Consell y 5.2, a) de la Ley de la Generalitat 10/2005, de 9 de diciembre, de 
asistencia jurídica a la Generalitat. Asimismo, consta informe sobre las 

observaciones recibidas de la Abogacía de la Generalitat con relación al 
proyecto de decreto, emitido por la Dirección General de Inclusión y 
Cooperación al Desarrollo, de fecha 31 de mayo de 2026. 

 
 

Cuarta.- Estructura y contenido 
 
El texto del proyecto de decreto consta de una parte expositiva, de un 

único artículo, de dos disposiciones adicionales, de una disposición 
derogatoria y de dos disposiciones finales. Asimismo, incorpora un Anexo que 

contiene el texto del reglamento.  
 
 

Quinta.- Observaciones y sugerencias al proyecto de decreto 
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A) Observación general al proyecto de decreto 
 

El proyecto de decreto tiene por objeto desarrollar algunos aspectos 
concretos de la LVCV. En particular: el Consejo Valenciano de Voluntariado, 
el Plan de Voluntariado de la Comunitat Valenciana y los Planes de 

voluntariado de las entidades, el Registro de personas voluntarias de la 
Comunitat Valenciana, el carné del voluntariado, un documento denominado 

“Vida Voluntaria” y las certificaciones de reconocimiento de competencias. En 
este sentido, la norma proyectada cumple con la finalidad de completar y 
desarrollar la LVCV y, por consiguiente, con la previsión establecida en la 

disposición final primera de esta última. 
 
No obstante, llama la atención que en el informe justificativo de la 

necesidad y oportunidad de la aprobación del proyecto de decreto, emitido por 
la Dirección General de Inclusión y Cooperación al Desarrollo, de fecha 17 de 

abril de 2026, cuando se alude a la necesidad de desarrollar 
reglamentariamente la LVCV, se diga expresamente que “Resulta crucial 
concretar los requisitos y procedimientos para el registro de entidades de 
voluntariado en el territorio de la Comunitat Valenciana, y desarrollar 
normativamente los derechos y deberes de estas entidades y las competencias 
de la Administración en relación con su inscripción y supervisión en aras de 
conseguir una mayor seguridad jurídica.” Sin embargo, en el texto propuesto 
se ha omitido completamente el desarrollo de esta cuestión. Desconocemos 

las razones por las cuales se da esta discordancia entre el informe justificativo 
y el texto proyectado. En cualquier caso, consideramos que debería de 

haberse justificado dicho cambio, pues no puede obviarse que el informe de 
necesidad constituye un elemento fundamental en la tramitación de la norma 
en tanto que delimita -sin perjuicio de ulteriores alteraciones- el objeto sobre 

el que gravitará la norma proyectada. De ahí que, de alterarse esa primera 
delimitación, lo razonable es que consten las razones de tal decisión en el 

procedimiento. 
 
Por otro lado, el proyecto de decreto ha optado por una mayor 

simplificación normativa si se compara con la norma que deroga, esto es, el 
Decreto 40/2009, de 13 marzo, del Consell, por el que se aprueba el 
reglamento que desarrolla la Ley 4/2001, de 19 de junio, de la Generalitat, 

del Voluntariado. Así, mientras que este último está integrado por 67 
preceptos, el Anexo que incorpora el proyecto de decreto lo está solo por 31. 

Esto se evidencia aún más si cabe, por ejemplo, en la regulación del Consejo 
Valenciano del Voluntariado: mientras que el Título V del Decreto 40/2009, 
de 13 de marzo, contiene 19 preceptos; el Título II del proyecto de decreto lo 

está solamente por 8. 
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Precisamente, en el caso del Consejo Valenciano del Voluntariado se ha 
optado por una regulación muy simplificada que deberá ser posteriormente 

completada por su reglamento interno (artículo 27.1 del LVCV). No obstante, 
a juicio de este Consell Jurídic Consultiu hubiera sido más deseable 

aprovechar esta oportunidad y regular con mayor detenimiento todos aquellos 
aspectos que afecten a dicho órgano. En este sentido, coincidimos con la 
Abogacía de la Generalitat en que hubiera sido más conveniente mantener la 

estructura del Decreto 40/2009, de 13 marzo, esto es; primero, un artículo 
en el que se recoge la composición del órgano y, posteriormente, uno o varios 

preceptos por cada uno de los miembros que lo ocupan y en los que se 
especificara quién los designa y cuáles son sus funciones. 
 

Del mismo modo, podría haberse optado por una mayor regulación del 
Plan de Voluntariado, especialmente en lo que se refiere a su contenido se 
refiere. Nótese que el artículo 19.3 de la LVCV establece únicamente el 

contenido mínimo que debe presentar este instrumento, por lo que había 
margen para poder desarrollar este ámbito. 

 
 

B) Observaciones y sugerencias al proyecto de decreto 

 
A lo largo del procedimiento de elaboración del proyecto de decreto, se 

han ido incorporando la mayor parte de las observaciones efectuadas por los 
distintos órganos que han participado en la tramitación de la norma 
proyectada. Esta Institución Consultiva, que es la última en informar, 

conforme a lo previsto en los artículos 2.4 de la Ley de la Generalitat 
Valenciana 10/1994, de creación de este Consell, y 5 del Decreto 37/2019, 
de 15 de marzo, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento del Consell 

Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana, examinado el texto del decreto 
proyectado, formula las siguientes observaciones. 

 
Al preámbulo 
 

La parte expositiva del proyecto normativo objeto de consulta se ajusta, 
en términos generales, a lo dispuesto en el artículo 11.1 del Decreto 24/2009, 
de 13 de febrero, según el cual «La parte expositiva del proyecto normativo 

declarará breve y concisamente los motivos que hayan dado lugar a su 
elaboración, los objetivos y las finalidades que se pretenden satisfacer. Aludirá 
a sus antecedentes y a las competencias en cuyo ejercicio se dicta, así como a 
las líneas generales de su contenido cuando sea preciso para su mejor 
entendimiento, haciendo mención a la incidencia que pueda tener en la 
normativa en vigor, con especial atención a los aspectos novedosos. En todo 
caso, se evitarán exhortaciones, declaraciones didácticas o laudatorias u otras 
análogas». No obstante, conviene que formulemos una serie de observaciones 
en cuanto a su contenido. 
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Tal y como se refleja en los párrafos segundo y tercero del preámbulo el 
proyecto de dictamen tiene por objeto desarrollar determinados aspectos 

contemplados en la LVCV “como son el Consejo Valenciano del Voluntariado, 
el Plan del Voluntariado de la Comunitat Valenciana, los planes de voluntariado 
de las entidades, así como los mecanismos de acreditación y reconocimiento de 
la experiencia voluntaria”. En relación con esto último, debería de haberse 

especificado cuáles son dichos mecanismos. El Registro de personas 
voluntarias de la Comunitat Valenciana está previsto expresamente en la 
LVCV, pero otros aspectos como el “Carnet del Voluntariado” o la “Vida 

Voluntaria” no aparecen como tal, por lo que hubiera sido deseable hacer una 
referencia a ellas en este apartado, así como explicar, aunque sea de forma 
somera, los motivos que han llevado a incluir estas figuras en la norma. 

 
Por otro lado, en el párrafo segundo del preámbulo se dice: “En 

cumplimiento de estas previsiones, el Reglamento de la Ley de Voluntariado de 
la Comunitat Valenciana se estructura en cinco títulos, dos disposiciones 
adicionales, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.” El Anexo 
donde se incorpora el reglamento no contiene ninguna disposición adicional, 
derogatoria o final, por lo que debe removerse esto.  

 
 

C) Observaciones y sugerencias al Anexo del decreto proyectado 
 
Examinado el texto del proyecto de decreto, corresponde pasar a 

continuación a analizar el Anexo respecto del cual, esta Institución formula 
las siguientes observaciones.  
 

Al título 
 

El artículo 35.1 del Decreto 24/2009, de 13 de febrero, dispone que 
“Los anexos se colocarán ordenados al final del proyecto normativo. Se titularán 
siempre y de haber varios se numerarán con caracteres romanos”.  De ahí 

que deba añadirse un título a este Anexo. 
 

Al artículo 2. Ámbito de aplicación 
 
El apartado primero de este precepto dice: “Este Reglamento será de 

aplicación a todas las actividades que sean definidas como de voluntariado, y 
como tales sin fines lucrativos, en la Ley 4/2025.” 

 
Esta especificación resulta innecesaria en la medida en que el artículo 

6.1 de la LVCV dice expresamente lo siguiente: “Se consideran actividades de 
voluntariado el conjunto de actuaciones de interés general desarrolladas por 
personas físicas dentro de una entidad de voluntariado siempre que cumplan 
los siguientes requisitos: (…) d) Que se lleve a cabo sin contraprestación 
económica o material, sin perjuicio del abono de los gastos reembolsables que 
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el desempeño de la acción voluntaria pueda ocasionar a las personas 
voluntarias, de acuerdo con el artículo 14.h de esta ley.”  

 
Por ello, se sugiere la siguiente redacción: “Este reglamento se aplicará 

a todas las actividades que sean definidas como de voluntariado de acuerdo 
con la Ley 4/2025”. 

 

Al artículo 3. Naturaleza y adscripción 
 

Se advierte una discordancia entre el título y el contenido de este 
precepto. En efecto, el título se refiere a la naturaleza y adscripción del 
Consejo Valenciano de Voluntariado; sin embargo, su contenido va mucho 

más allá, en tanto que aborda también su régimen jurídico (párrafo segundo 
del apartado primero) y su objeto o finalidad (apartado segundo). De ahí que 

se sugiera modificar el título del precepto de tal forma que resulte más 
adecuado y representativo de su contenido. 

 

En consonancia con lo anterior, también se recomienda que el párrafo 
segundo del apartado primero -relativo al régimen jurídico- sea un apartado 
independiente del primero, en tanto que trata una cuestión distinta de la 

naturaleza del órgano. Igualmente, a nuestro parecer resultaría más 
adecuado sustituir la expresión “El Consejo se rige por los artículos 27 a 29 de 
la misma (…)”, por la de “El Consejo se rige por lo dispuesto en la Ley 4/2025 
(…)”. 
 

En último lugar, consideramos que la referencia que se hace en el 
apartado tercero de este precepto a la ausencia de incremento de gasto 

presupuestario resulta innecesaria en la medida en que el artículo 27.3 de la 
LVCV ya prevé expresamente esta cuestión. 

 
Al artículo 4. Composición 

 

La letra d) del apartado primero de este precepto se refiere a las vocalías 
las cuales, como señala posteriormente el artículo 5.6 del Anexo, serán 
designadas por “los órganos que representan conforme a sus respectivos 
procedimientos internos que, en todo caso, deberán ser democráticos”. 

 

A este respecto, el inciso 4º contempla una “vocalía en representación 
de las diputaciones provinciales, con carácter rotatorio anual entre las mismas.” 

A diferencia del inciso 3º, el cual prevé que la vocalía en representación de las 
corporaciones locales será designada por la Federación Valenciana de 

Municipios y Provincias (FVMP), no se dice nada. Consideramos que sería 
conveniente que la designación se efectuase por la FVMP la cual sería quien 
escogería cada año un representante de una provincia distinta, de tal forma 

que se cumpla con el mandato establecido de que la representación sea 
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rotatoria. De lo contrario, podría surgir la duda acerca de quién debe 
comenzar la mencionada rotación. 

 
Asimismo, el inciso 6º contempla una “vocalía en representación del 

Consejo Escolar de la Comunitat Valenciana y de las universidades, con 
carácter rotatorio anual”. La alusión a las “universidades” suscita dudas, por 

cuanto no se sabe si se está haciendo referencia a las universidades en 
general -públicas y privadas- o a un órgano que las representa a todas ellas, 
como es el caso del Consejo Valenciano de Universidades. De ahí que se 

recomiende clarificar esta cuestión. 
 
Al artículo 5. Nombramiento de los miembros del Consejo 

 
El apartado primero de este precepto dice: “El nombramiento de los 

miembros del Consejo Valenciano del Voluntariado corresponde a la persona 
titular de la Conselleria competente en materia de voluntariado, previa 
designación de los mismos por parte de las instituciones o entidades 
mencionadas en el artículo 25.1 de la Ley 4/2001, de 19 de junio, de la 
Generalitat.” 

 
La Ley 4/2001, de 19 de junio, del Voluntariado, ha sido derogada, por 

lo que su referencia debe removerse. La LVCV, a diferencia de su predecesora, 
no contiene una relación expresa y detallada de quienes forman parte del 
Consejo Valenciano de Voluntariado sino que, por el contrario, remite su 

desarrollo al reglamento (artículo 28). Por tanto, de querer mantener una 
redacción similar a la ahora propuesta, se sugiere sustituirla por la referencia 
al artículo 4 del Anexo. 

 
Esta observación tiene carácter esencial a los efectos del artículo 77.3 

del Reglamento de este Consell. 
 
Por otro lado, el apartado segundo se refiere a la designación y 

nombramiento de los suplentes, pero solo de las vocalías. Debería de añadirse 
también una previsión respecto a la designación y nombramiento del suplente 
de quien ostente la Secretaría, pues nada se dice al respecto. 

 
Al artículo 7. Funciones 

 
Este precepto contiene una redacción exacta a la prevista en el artículo 

29 de la LVCV. Además de constituir una reproducción completamente 

innecesaria y prescindible de unas funciones ya previstas en una norma con 
rango de ley, supone una oportunidad perdida para desarrollar lo dispuesto 

en la letra j) del artículo 29, a saber: “Cualesquiera otras funciones que le 
puedan ser encomendadas reglamentariamente en relación con sus objetivos”, 

tal y como señala la Abogacía de la Generalitat en su informe. Es más, la 
reproducción de esta última letra en el proyecto de decreto carece de sentido, 
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pues, precisamente, es el proyecto de decreto quien, al ser una norma de 
rango reglamentario, está llamado a desarrollar esas otras funciones. Si no se 

hace uso de esta posibilidad, lo razonable es que el texto no contenga ningún 
precepto relacionado con las funciones. 

 
Por otro lado, este precepto contiene en el apartado segundo un 

contenido que no muestra ninguna conexión con las funciones del órgano. 

Así, dice: “La dirección general competente en materia de voluntariado remitirá 
anualmente el plan de trabajo anual y un informe de rendición de cuentas al 
Consejo.” Debería de reubicarse en otra parte del texto en la que exista una 
mayor vinculación. O, en su caso, preverse en un artículo independiente. 

 

Al artículo 8. Funcionamiento del Consejo 
 

El apartado segundo de este percepto dice: “El Pleno del Consejo lo 
componen la persona que ostente la Presidencia, la persona que ostente la 
Vicepresidencia, las Vocalías y la persona que ostente la Secretaría, que 
actuará con voz y voto. Corresponde al Pleno el ejercicio de las competencias 
atribuidas al Consejo en el artículo 26 de la Ley 4/2001, de 19 de junio, de la 
Generalitat, así como la aprobación de su reglamento interno, con una mayoría 
de dos tercios de sus miembros.” 

 
La Ley 4/2001, de 19 de junio, del Voluntariado ha sido derogada, por 

lo que su referencia debe removerse. De querer mantener una redacción 

similar a la ahora propuesta, se sugiere sustituirla por la referencia al artículo 
29 de la LVCV. 

 

Esta observación tiene carácter esencial a los efectos del artículo 77.3 
del Reglamento de este Consell. 

 
 

Sexta.- Cuestiones de técnica normativa y aspectos de redacción 

 
Con carácter general, el centro directivo encargado de la elaboración y 

de la tramitación de este proyecto de decreto, que fue la Dirección General de 

Inclusión y Cooperación al Desarrollo, atendió el cumplimiento de los criterios 
de sistemática y de técnica normativa establecidos en los preceptos y en las 

reglas del Decreto 24/2009, de 13 de febrero. 
 
En cuanto a la redacción del texto del proyecto normativo, se constata 

que ha sido bastante cuidadosa y atenta, utilizando un lenguaje 
administrativo moderno, inclusivo y sin aparente discriminación de género, 

lo que sin duda influye en la calidad de este proyecto de decreto, si bien este 
reconocimiento no impide que debamos plantear algunas mejoras del texto. 
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En primer lugar, recomendamos que se incluya un índice dada la 
extensión de la norma. 

 
A lo largo del articulado se citan diversas normas, algunas de ellas 

varias veces. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.7 del Decreto 
24/2009, de 13 de febrero, la primera vez que se cite una norma debe ser con 
su título completo, mientras que en las citas posteriores deberá emplearse 

una fórmula acotada que las identifique, de tal forma que se facilite y agilice 
la lectura del texto. Además, se recomienda emplear siempre la misma cita 

para aludir a una norma. Esto ocurre, a título de ejemplo, con la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre (véase, los artículos 3.1 y 6.4 del Anexo). 

 

Por otro lado, también se advierten erratas en relación al uso de las 
mayúsculas y minúsculas, a lo largo del texto. A este respecto, se sugiere 
revisar la redacción de palabras como “consejo” o “reglamento”, las cuales 

algunas veces aparecen en mayúsculas y otras en minúsculas. Se recomienda 
a este respecto observar una cierta homogeneidad en cuanto a su redacción. 

  
 Asimismo, el artículo 4 del Anexo consta de un apartado primero, 
cuando no existe ningún otro más en el mismo, por ello debe eliminarse esta 

numeración. 
 

 A lo largo del texto alude a las horas, algunas veces en número (artículo 
10.2 del Anexo) y otras en letra (artículo 10.3 del Anexo. Se recomienda 
emplear siempre la misma fórmula, ya sea en número o letra, pero no ambas. 

 
 En último lugar, en el artículo 19.4 del Anexo se dice “La conselleria 
competente en materia de Servicios Sociales, Familia e Infancia”, cuando 
debería decir “la conselleria competente en materia de voluntariado”. 
 

 
Tras el examen del proyecto de decreto, del Consell, por el que se 

aprueba el reglamento que desarrolla la Ley 4/2025, de 22 de mayo, de la 
Generalitat, de voluntariado de la Comunitat Valenciana, este Consell Jurídic 
Consultiu estima que es conforme con el ordenamiento jurídico, siempre que 

se atiendan las observaciones esenciales que se han formulado en el presente 
dictamen. 

 
 

III 

CONCLUSIÓN 
 
 

Por cuanto queda expuesto, el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana es del parecer: 
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Que el proyecto de decreto, del Consell, por el que se aprueba el 

reglamento que desarrolla la Ley 4/2025, de 22 de mayo, de la Generalitat, 
de voluntariado de la Comunitat Valenciana, se ajusta al principio de 

legalidad y es conforme con el ordenamiento jurídico, siempre que se atiendan 
las observaciones esenciales realizadas. 
 

 
 V.H., no obstante, resolverá lo procedente. 

 
  

València, 17 de junio de 2026 

 
       EL SECRETARIO GENERAL 
 

 
LA PRESIDENTA  

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
HBLE. SRA. CONSELLERA DE SERVICIOS SOCIALES, FAMILIA E INFANCIA 


